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   SALA LABORAL

         PEREIRA - RISARALDA


Demandante: Lina  Marcela Puerta Ramírez. 

Demandado: Instituto de Seguros Sociales.                                                                                                                                             

-----------------------------------------------------------------


MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


Pereira Ris., diciembre quince [15] de dos mil ocho [2.008].

Acta Nº 0186 de diciembre 15 de 2.008.
Cuando son las dos de la tarde [2:00 p.m.] de esta fecha, los Magistrados integrantes de la Sala Laboral de esta Corporación, con excepción del Doctor Hernán Mejía Uribe a quien se le aceptó impedimento que manifestó para conocer de todo los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales, en asocio de su Secretaria, se constituyen en audiencia pública para conocer de la apelación interpuesta por el apoderado judicial de la demandada, en contra de la sentencia del 29 de agosto de 2.008, proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario propuesto por Lina Marcela Puerta Ramírez contra el Instituto de Seguros Sociales.
Previamente se discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Ponente, el cual corresponde a la siguiente,




SENTENCIA:

Aspira la accionante, por medio de procurador judicial, que se declare la existencia de sucesivos contratos de trabajo entre ella y el Instituto demandado, que se ejecutaron entre el 01 de junio de 2004 y el 31 de marzo de 2007; que, en razón de ello, la demandada debe pagarle todos los derechos laborales consagrados en la ley y en la Convención Colectiva de Trabajo, debidamente indexadas como son: cesantías e intereses a las mismas; la diferencia del salario devengado por un empleado de planta con las mismas funciones y los incrementos previstos en los artículos 39 y subsiguientes de la Convención Colectiva de Trabajo; la sanción por no consignación de cesantías ni su pago definitivo; indemnización por el no pago de intereses a las cesantías; primas de servicios; vacaciones; prima de vacaciones; auxilio de transporte y alimentación; a pagar lo que la actora pagó al Sistema de Seguridad Social; demás salarios y prestaciones que se le reconozcan a un empleado de planta; reembolso de retención en la fuente, prima técnica y de antigüedad; la indemnización moratoria prevista en el artículo 65; lo que corresponda por horas extras diurnas y nocturnas, dominicales y festivos; costas procesales.
Apoya sus pretensiones en los siguientes,



1. HECHOS DE LA DEMANDA
Se relata que la señora Lina Marcela Puerta Ramírez prestó sus servicios personales, bajo la continuada dependencia y subordinación de la entidad demandada, como Profesional Universitario – Abogada, en el Departamento de Pensiones del ISS, Seccional Risaralda, desde el día 01 de junio de 2004 y hasta el 31 de marzo de 2007, sin solución de continuidad, en ejecución de supuestos contratos de prestación de servicios, que en realidad constituían verdaderos contratos de trabajo, sus jefes inmediatos fueron los doctores Ana María Sarmiento y María Gregoria Vásquez, de quienes cumplía órdenes, rendía informes y realizaba todas las funciones propias de su cargo; el horario habitual desempeñado era de 8:00 a.m. a 12 m. y de 2 a 6:00 p.m., de lunes a viernes, el cual fue impuesto por la demandada, al igual que cada una de las actividades y funciones a realizar; los aportes a la seguridad social en salud, pensiones y riesgos profesionales, fueron asumidos en su integridad por la demandante; el salario promedio devengado por la demandante fue de $1.626.008 mensuales, suma de la que se descontaba la retención en la fuente. Ni durante la relación laboral ni a su terminación, le cancelaron lo pretendido. La actora es beneficiaria de la Convención Colectiva del Trabajos suscrita entre el Instituto de Seguros Sociales y el sindicato de trabajadores del mismo. El 09 de octubre de 2.007 [fls. 23 y s.s.] presentó reclamación ante el Instituto de Seguros Sociales, recibiendo respuesta negativa [fls. 26 y s.s.] el 11 de diciembre del mismo año.


2. ACTUACIÓN Y CONTESTACIÓN

La demanda fue admitida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira por auto del 05 de febrero hogaño [fl. 106], disponiendo correr traslado a la entidad demandada que, una vez notificada, dio respuesta por medio de apoderada al efecto constituida [fls. 108 y s.s.], aceptando únicamente el cargo desempeñado por la trabajadora, negó todo lo demás o sostuvo no constarle. Se opuso a las pretensiones y excepcionó, “Inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción”, “Cobro de lo no debido”, “Justificación de la contratación en las necesidades del servicio”, “Buena fe exoneración de sanción moratoria” y “Terminación del contrato por vencimiento de plazo”. Fundamentó su defensa en la real existencia de contratos de prestación de servicios gobernados por la Ley 80 de 1993. 

No hubo ánimo conciliatorio por desinterés de la parte demandada [fl. 124]. Se corrió traslado de las excepciones; no hubo lugar a adoptar medidas de saneamiento y se fijó el litigio. Constituido el despacho en primera audiencia de trámite se dispuso el decreto y práctica de las pruebas pedidas por las partes, evacuadas en la medida de lo posible en las audiencias posteriores señaladas para el efecto.



3. JUZGAMIENTO

En su sentencia [fls.136], el Juzgado profirió condena en contra del ente demandado al declarar la existencia de varios contratos laborales que rigieron la relación laboral desde el 01 de junio de 2004 y el 31 de marzo 2.007, siendo base de atención en dicha instancia a partir del 01 de octubre de 2004 y el 31 de marzo de 2.007, por efectos de la prescripción alegada oportunamente por la defensa; accedió al reconocimiento de las diferencia salarial, las cesantías, intereses a las cesantías, vacaciones, prima de vacaciones, prima de servicios, prima de navidad; ordenó la devolución por aportes a salud y pensión efectuados durante la vigencia del último contrato, en la proporción que le corresponde a la empleadora; accedió a la indemnización moratoria y condenó en costas a la demandada en un 80%.



4. RECURSO DE APELACIÓN
No conforme con la decisión adoptada, el apoderado de la parte demandada interpuso y sustentó recurso de apelación [fls.152 y s.s.], fundamentado en  que la actora no era beneficiaria de los derechos establecidos en la Convención Colectiva de Trabajo suscrita entre el Instituto de Seguros Sociales y sus trabajadores sindicalizados, toda vez que, no aportó prueba alguna de haber estado afiliada al sindicato y que hubiere cancelado las cuotas ordinarias con que contribuyen los afiliados al mismo; igualmente predica que no existe prueba de que la convención estuviera vigente al momento de los hechos ni de su nota de depósito. Remata indicando que, el reconocimiento de la indemnización moratoria no es procedente en tanto que, su representado siempre actuó de buena fe, cumpliendo con sus obligaciones contractuales y que después de la fecha de terminación del vinculo contractual no han existido obligaciones por cumplir, aunado a lo anterior, expresa que la demandante nunca se opuso a esa forma de vinculación, al punto de renovar en varias oportunidades esa relación contractual.
Se rituó el trámite de segunda instancia, conforme el artículo 40 de la Ley 712 de 2001, dando a las partes traslado común para presentar alegaciones y solicitar pruebas en cuyo transcurso guardaron silencio. No advirtiéndose causal alguna que invalide lo actuado se procede a resolver conforme las siguientes,

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

En el escrito de apelación no se rebate la conclusión del a quo en el sentido de que existió una sola relación laboral, por la continuidad entre las fechas de los contratos que supuestamente eran independientes. Por ello, en aplicación del principio de limitación de la apelación (diferente sucede con la consulta), el pronunciamiento de segundo grado se referirá a los concretos motivos de inconformidad, entre ellos la  calidad de beneficiaria de la convención colectiva de la demandante, la condena  a cesantías,  intereses de las cesantías e intereses moratorios.
El tema pilar de discusión se centra en determinar si la actora era beneficiaria de la Convención Colectiva de Trabajo vigente para el periodo en que estuvo vinculada al ente demandado y si era viable el reconocimiento de la sanción por el no pago de las cesantías y de la indemnización moratoria de que trata el Decreto Ley 797 de 1949, en tanto que no existe discusión acerca de relación laboral y el término de la misma, que la unió al demandado.
Así las cosas, se empezará por analizar en primer lugar, lo que tiene que ver con la aplicación de la convención colectiva a la actora, no sin antes precisar en qué circunstancias los trabajadores  pueden ser beneficiarios de la misma. El Código Sustantivo del Trabajo en los artículos 470, 471 y 472 regula el ámbito de aplicación de la convención colectiva de trabajo, el primero de ellos, beneficia solamente a los miembros del sindicato que la haya celebrado y a quienes se adhieran a ella o ingresen posteriormente al sindicato, cuando el número de afiliados a éste no exceda de la tercera parte de la totalidad de los trabajadores de la empresa. Por su parte el artículo 471 dispone su aplicación a todos los trabajadores de la empresa, sean o no sindicalizados, en la hipótesis en que el sindicato que lo haya celebrado agrupe a más de la tercera parte del total de trabajadores de aquélla; aplicación que también se da cuando el número de afiliados al sindicato llegare a exceder del límite señalado, después de la firma de la convención. Conforme al 472 ibídem, el gobierno puede disponer la extensión de la convención colectiva de trabajo a otras empresas distintas de las que fueron partes, siempre que se reúnan las condiciones ahí prescritas.

Considera la Sala, atendiendo lo indicado por el recurrente, que si bien no se probó a lo largo del proceso la calidad de afiliada al sindicato por parte de la actor, para el presente asunto tal obligación no la tenía, porque la convención vigente en su artículo 3° [fl. 30] expresa que serán beneficiarios de la convención colectiva, entre otros trabajadores oficiales, aquellos que sin ser afiliados no renuncien expresamente a las prerrogativas de la misma, según lo establecido en los artículos 37, 38 y subsiguientes del Decreto Ley 2351 de 1965. Pues bien, conforme al artículo 38 ibídem, cuando en la Convención Colectiva sea parte un sindicato cuyos afiliados excedan la tercera parte del total de trabajadores de la empresa, las normas de la misma se extienden a todos los trabajadores, y en el artículo 3º de la convención se expresó que “Para efectos de la aplicación de lo establecido en el presente artículo, el I.S.S. le reconoce su representación mayoritaria”. De suerte que, una vez probado que la asociación sindical agrupa a más de la tercera parte de los trabajadores de la empresa, como en efecto ocurre [Art. 1° Con. Col. fls. 30 y s.s], al no haber prueba de que la accionante manifestara expresamente su renuncia a los beneficios de la convención, le era perfectamente aplicable la misma. Además lo anterior, conviene señalar que la aplicación de la convención colectiva de trabajo, no puede quedar supeditada a la afiliación al sindicato o a los aportes que supuestamente debía sufragar la demandante para resultar favorecida cláusulas de aquélla, ya que si ellos no se hicieron fue por que formalmente no existía una vinculación de tipo laboral. Y decimos “formalmente” por que en realidad el contrato de trabajo si existió, independientemente de la nominación que le dieron las partes a la actividad desplegada.  
De otra parte, no es viable exigir aportes a un asociación sindical cuando ya la demandante no está vinculada con la empresa. Tampoco resulta lógico  que el patrono pretenda restringir el derecho a beneficiarse de la convención que tienen los beneficiarios por disposición de la ley de la convención, argumentando para ello la forma de contratación que fue desvirtuada en sede judicial. Se insiste en que la calidad de trabajadora de la demandante perduró desde el inicio hasta el final de la relación, y no nació con la sentencia como equivocadamente se proclama por parte del juez a quo y el apelante.
En conclusión, la señora Puerta Ramírez si era beneficiaria de la convención colectiva, (cuya copia simple y la constancia de depósito obran en el expediente, contrario a lo afirmado por el impugnante -fll 102-) y por ello queda sin fundamento el pedimento de que se revoque la condena a cesantías e intereses de las mismas, en virtud de que fueron pactadas convencionalmente (fls 47 y 48). Respecto de la condena a intereses moratorios por no pago de las cesantías, advierte la Sala que ella está comprendida en el ordinal cuatro de la parte resolutiva,  bajo la nominación de “indemnización moratoria conforme con los planteamientos del Decreto Ley 797 de 1949…”.
Para efectos de indemnización moratoria, menos plausible aún es el argumento de que la relación laboral nació con la sentencia, y por ende la calidad de trabajador se estructura a partir de ella. Eso no lo dice la ley ni lo patrocina la jurisprudencia. Por el contrario, lo que hace la sentencia en esos casos es declarar que un contrato fue de estirpe laboral, pese a la nominación diversa que las partes le dieron al mismo, y esa calificación debe ser coherente con las consecuencias jurídicas que le son inherentes. Por ello, al enunciar en la parte motiva que el I.S.S. tiene un período de gracia  de tres meses contados a partir de la ejecutoria de la sentencia para pagar la totalidad de salarios y prestaciones se está distorsionando la figura del contrato realidad, pues esa condena, de haberse fulminado correctamente, debió ser a partir de la terminación del único contrato realidad declarado en la sentencia.
Pues bien, ante la incongruencia y confusión de la condena debe esta instancia fijar una posición sobre la procedencia o no de los intereses moratorios. Para ello baste decir que la buena o mala fe se configura a la finalización del contrato, momento en el cual se deben cancelar los salarios y prestaciones adeudados. En este evento, existió la convicción de las partes de que estaban frente a un contrato diverso del laboral, y ello determinó que la demandada no procediera al pago de las prestaciones adeudadas. Esa convicción fue determinante para que el I.S.S.  asumiera la terminación del contrato en términos  del estatuto de contratación administrativa, circunstancia que no se desdibuja por la iniciación en su contra de un proceso ordinario laboral. Tampoco puede deducirse al ente demandado mala fe por su comportamiento procesal. Sobre este tópico expresó la Corte Suprema de Justicia”.

“Bien vale la pena precisar que la buena o mala fe del empleador, que exonera de indemnización moratoria, se aprecia en el momento en que termine el vínculo laboral, sin que circunstancias ocurridas con posterioridad (o anterioridad, agrega esta Sala) puedan tener influencia en perspectiva de derruir la creencia sincera y el convencimiento honesto de que la relación jurídica se gobernaba por un contrato distinto al del trabajo” (Sentencia de abril 8 de 2008, Corte Suprema de Justicia Radicación No.29999) 

Finalmente, debe precisarse que cuando la demandante empezó a laborar estaba vigente la convención colectiva (año 2004), cuya vigencia se extendió  hasta el 31 de octubre del mismo año. No obstante, en el expediente no existe prueba de que se hubiese denunciado, o que se hubiese celebrado una nueva convención, por lo cual es lógico inferir que se verificó su prórroga, en los términos del artículo 478 del Código Laboral Así se refuta el argumento del apelante sobre ese punto 
Por lo hasta aquí discurrido, se revocará el ordinal 4 de la sentencia de primera instancia, y se confirmará en todo lo demás.
Por lo anteriormente expuesto, la decisión de primera sede se habrá de modificar en cuanto a los intereses moratorios.  La condena por concepto de costas se confirma, al estar conforme con el artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 198 del artículo 1º del D.E. 2282 de 1.989 y 42 de la Ley 794 de 2.003. Se confirmará en todo lo demás. Costas en esta instancia no se causaron.
A tono con lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA, la sentencia objeto de apelación (incluidas las costas), salvo el ordinal cuatro que se MODIFICA, para declarar en cambio que no hay lugar al  pago de intereses moratorios En esta Sede  no se causaron costas.
Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta. 



Los Magistrados,





ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA

     
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES




LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO





Secretaria.
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